Procuraduría y senadores formulan ajustes a proyecto de ley de víctimas
Aprueban dos foros temáticos en Cali y en Tibú-La Gabarra, Norte de Santander. Senadores escuchan a funcionarios del Estado. 

Bogotá, D.C., 16 de marzo (Oficina de Prensa del Senado).- ).- Los procuradores delegados para lo civil y derechos humanos y los senadores de la Comisión Primera ventilan ajustes que se aplicarán al proyecto de ley de víctimas en cuanto a la doble instancia judicial para la restitución de tierras y absuelven dudas frente a los temores de inconstitucionalidad en que incurriría la propuesta.  
El Procurador Delegado Para lo Civil, Edgar Carlos Sanabria afirmó que el sistema judicial que crea la ley de víctimas para atender todos los procesos es similar, e incluso menos garantista, que el de la justicia ordinaria. 

En cuanto a la restitución de tierras, afirmó que el proyecto de ley también tiene falencias, como con la denominada doble instancia que se planeó para cuando haya un enfrentamiento jurídico, entre la víctima y el tercero poseedor del terreno y que se demuestre que lo tiene de buena fe.

“Cuando surja el debate probatorio, la víctima que hizo el reclamo no va a tener el derecho de réplica frente a los nuevos hechos presentados por el tenedor, y quedará en franca desventaja”, afirmó Sanabria.

Incluso fue reiterativo y dijo que teme que “con todo lo que no esté regulado (por el proyecto) y conlleve violación al debido proceso y el derecho a la defensa, este país va a terminar inundado de tutelas”, declaró.

Al respecto, el senador Hernán Andrade (Partido Conservador) invitó a los integrantes del Ministerio Público para que acompañen al proyecto y den luces al respecto de este lío que podría surgir.

Entre tanto el senador, Juan Carlos Vélez (Partido de la U), expresó su preocupación acerca de la que considera “indefinición” sobre la participación de agentes del Estado en casos de victimización y la reparación que deben sufrir los afectados por ellos.

“Todavía ese tema no se ha solucionado del todo, no se ve en este proyecto de ley. Por ejemplo, en el decreto 1290 de restitución a víctimas este aspecto fue eliminado, suprimido de tajo. Quiero claridad al respecto”, dijo el legislador.

El Procurador Delegado para la Prevención en materia de Derechos Humanos y Asuntos Étnicos, Mario González, le respondió a Vélez Uribe que los mecanismos legales ordinarios ya están establecidos y será la justicia la que determine la responsabilidad de los agentes estatales en las violaciones a los principios fundamentales de las víctimas.

“El proyecto de ley de víctimas recoge con claridad que ellas sí tienen derecho a la reparación sin importar el carácter del victimario, y además no implica la culpabilidad administrativa ni penal del Estado. Serán las providencias y los jueces los que determinen la responsabilidad de sus integrantes”, aclaró.

El coordinador ponente, senador Juan Fernando Cristo (Partido Liberal) respondió a otro interrogante del senador Vélez, y es el de qué tan blindado está el proyecto en materia de constitucionalidad, por cuanto no se consultó, según el legislador de la U, a las comunidades afrocolombianas e indígenas.

“En temas constitucionales nunca habrá tranquilidad, senador Vélez. Pero este tema de la consulta se trabajó desde el principio y se hizo con los indígenas y organizaciones afro que están más organizadas, y se llegó a la fórmula contenida en el artículo segundo del proyecto para superar el impase”, afirmó.

El viceministro del Interior, Aurelio Iragorri Valencia respaldó la postura del senador Cristo e indicó que fueron las propias comunidades negras e indígenas, raizales y rom (gitanas) quienes  acordaron con el Gobierno hacer un proceso de acompañamiento paralelo al trámite del proyecto de ley, y que está en marcha. “Si hubiésemos hecho el proceso de socialización previo, como es el temor, no estaríamos aquí en este debate. La tarea dura aproximadamente 6 meses. Son 3 millones de afro, 102 pueblos indígenas, 64 lenguas y dialectos y 1.700.000 aborígenes, y cerca de 450 mil rom. Por eso, y con los acuerdos alcanzados en las mesas de concertación que son regionales haremos la presentación del proyecto y que debe culminar en julio cuando la ley sea una realidad”, dijo el viceministro Iragorri.

